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Las relaciones del Defensor del Pueblo con los Comisionados Parlamentarios...

I. INTRODUCCION

1. La institucién del Defensor del Pueblo y los distintos niveles
de Administracién Territorial

La institucién del Defensor del Pueblo —«sugestivo y equivoco
nombre» para hacer referencia en Espafia al Ombudsman moder-
no, segin la advertencia que hace V. Fairen Guillén «El Defenssor
del Pueblo». Ombudsman. Tomo II, Centro de Estudios Constitu-
cionales. Madrid 1986, pdg. 27 —tiene un origen exclusivamente
constitucional. El articulo 54 de la Constitucion de 1978 proclama
que «una ley orgdnica regulard la institucién del Defensor del Pue-
blo, como alto comisionado de las Cortes Generales, designado por
éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Titulo
(arts. 10 a 55), a cuyo efecto podra supervisar la actividad de la Ad-
ministracién, dando cuenta a las Cortes Generales. Por Ley Orgd-
nica 3/1981 de 6 de abril «del Defensor del Pueblo (modificada pos-
teriormente de forma parcial por la LO 2/1992 de 5 de marzo) se
desarrollé dicha institucién para que pudiera tener efectividad y
aplicacién con su correspondiente régimen juridico. Sin embargo,
antes de dictarse la Ley Orgédnica del Defensor del Pueblo, tres Es-
tatutos de Autonomia: Pais Vasco (Ley Orgénica 3/1979, art.) Cata-
lufia LO 4/1979 art.) y Galicia (LO 1/1981 art.) habfan previsto para
las respectivas Comunidades Auténomas la existencia de institu-
ciones similares y en coordinacién con el Defensor del Pueblo. Pos-
teriormente, en el periodo 1981-83, otras cinco Comunidades Auté-
nomas adoptaron la misma previsién: Andalucia (art. 46), C.
Valenciana (art. 24), Aragén (art. 44), Canarias (art. 13) e Islas Ba-
leares (art. 29). Al margen de este proceso estatutario la Comuni-
dad Auténoma de Castilla y Leén por Ley 2/1994 de 9 de marzo ha
creado la figura del Diputado del Comun.

Esta cronologia normativa nos pone ya sobre la pista de la ne-
cesaria existencia de unas relaciones entre el Defensor del Pueblo
y estas figuras andlogas a nivel de cada Comunidad Auténoma: los
llamados Comisionados parlamentarios autonémicos. La circuns-
tancia que de las diecisiete Comunidades Auténomas existentes
m4s las dos Ciudades Auténomas de Ceuta y Melilla, s6lo nueve de
ellas dispongan de esta institucién hasta el momento no puede im-
putarse a un mero voluntarismo, sino también a circunstancias de
orden histérico que han permitido una recuperacién de ciertas ins-
tituciones que en el pasado remoto cumplieron funciones, en un con-
texto juridico-politico distinto, andlogas o paralelas. En cualquier
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caso debe tenerse en cuenta que por la via de la revisién estatuta-
ria o incluso por ley autonémica —con las matizaciones que mds
adelante se expondrdan— el resto de las Comunidades Auténomas
puede dotarse de Comisionados parlamentarios.

Con independencia de estos datos puramente normativos, pue-
de sostenerse que del conjunto del texto constitucional puede fun-
damentarse la existencia de una pluridad de Comisionados parla-
mentarios, a pesar que textualmente en el artfculo 54 de la
Constitucién se configura la institucién del Defensor del Pueblo,
como tnica en todo el territorio estatal. Esta pluralidad, obvia-
mente, cabe predicarla en el sentido de una colaboracién institu-
cional y no en términos excluyentes o como compartimentos es-
tancos. En efecto, del articulo 54 se desprende —por una parte,
que la misién institucional del Defensor del Pueblo es la «defensa
de los derechos comprendidos en el Titulo I de la Constitucién—
derechos, por supuesto, que tienen vocacién de universalidad e
igualdad para todos los espaiioles con independencia del territorio
(art. 149.1.1 y 139 CE), todo ello en los términos que mds adelan-
te examinaremos— y, por otra, su campo de actuacién para esta
defensa radica en «supervisar la actividad de la Administracién».
En este artfculo 54 se emplea con cardcter exclusivo y, creemos por
tnica vez, el término Administracién, sin adjetivacién o concrecién
alguna (el art. 103 alude también objetivamente a la Administra-
¢ién, pero con la férmula de Administracién Publica). Ahora bien
es evidente que el término Administracién, comporta en su seno
una pluralidad de instancias, gradoes, niveles funcionales y espe-
cialmente territoriales que deben ponerse en relacién con el resto
del texto constitucional. En especial, los niveles territoriales se es-
tructuran en nuestra Constitucién no como simples divisiones, sino
como entidades territoriales dotadas de autonomia: el articulo 137
de la Constitucién dispone que «el Estado se organiza territorial-
mente en municipios, en provincias y en Comunidades Auténomas
que se constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomia para
la gestién de sus respectivos intereses». Como en el momento de
elaborarse la Constitucién no se conocia la estructuracién defini-
tiva de esta Administracién territorial, posiblemente el texto cons-
titucional no pudo ser méas explicita. Ha sido necesario por lo tan-
to atender a las caracteristicas del proceso de configuracién de las
Comunidades Auténomas, proceso que a nivel estatutario y de
mapa autonémico finaliz6 en 1983. Por su parte, la Administra-
cién Local no alcanzé su definitivo encuadramiento hasta la Ley
Reguladora de las Bases del Régimen Local de 1985. En qiltima
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instancia, la Administracién del Estado solo hasta fechas muy re-
cientes —Ley 6/1997 de 14 de abril Ley de Organizacién y Fun-
cionamiento de la Administracién General del Estado— no ha sido
objeto de una ordenacién en sus distintos niveles (central, perifé-
rica, provincial, Organismos piblicos y referencias parciales a la
llamada Administracién independiente).

Como puede deducirse de lo expuesto, la concrecién y ordena-
cién a los efectos del campo de actuacién del Defensor del Pueblo
respecto de lo que debe entenderse por Administracién ha sido ob-
jeto de un dilatado proceso de articulacién. Por todo ello, se hace
necesario aludir a este proceso de emergencia de las Comunidades
Auténomas con sus figuras especificas de Comisionados Parlamen-
tarios, a los efectos de poder describir sus mutuas relaciones y las
vias de colaboracién que se han instaurado a lo largo de casi tres
lustros de funcionamiento.

2. Referencias al derecho comparado: Los defensores ctvicos
en Italia y los distintos niveles de Administracion

El proceso de emergencia de los Comisionados Parlamentarios
autonémicos en Espaiia difiere del experimentado en otros paises,
singularmente en Italia que también presenta una estructura cons-
titucional de Estado Regional. Las diferencias obedecen a circuns-
tancias histérico-constitucionales y a estructurales, pero nos ilus-
tran también sobre la trayectoria de la institucién y su futuro en
relacién a los temas de la coordinacién entre instancias y regiona-
les.

Como ha quedado apuntado, en Espaiia la institucién del De-
fensor del Pueblo tiene un origen exclusivamente constitucional
(1978) y nace con vocacién de generalidad para todo el territorio
estatal. Serd precisamente, la transformacién de la Organizacién
territorial del Estado (art. 137 y ss.) en el perfodo postconstitucio-
nal, con la emergencia de la Administracién de las Comunidades
Auténomas, la clave de la aparicién de los Comisionados Autoné-
micos. Por el contrario, en Italia su Constitucién de 1947 no con-
templaba una institucién de esta naturaleza. Serd precisamente
en la década de los afios setenta con ocasi6n de la puesta en mar-
cha de las Regiones ordinarias, cuando se inicie el proceso de cons-
titucién de los Defensores Civicos Regionales. Concretamente (si-
guiendo la exposicién de D. Borgonove Re «La Difesa Civica en
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Italia: Quali prospectiva. Instituto di Studi Sulle Regioni. Roma
1995), fue la Regién de Toscana en 1974 la primera regién que es-
tableci6 esta figura, a la que siguieron Liguria, Campania y Um-
bria. El éxito de la institucién a nivel regional ha sido tal que préc-
ticamente se ha generalizado a todas las regiones, pudiendo ya,
segin el autor citado, hablar de cuatro generaciones de leyes re-
gionales disciplinario dicha figura. A mayor abundamiento la Ley
nimero 142 de 8 de junio de 1990 de Ordenamiento de las Auto-
nomifas Locales (Vid traduccién espaiiola en Revista de Estudios
de Administracién Local y Autonémica nimero 250 abril-junio
1991, a cargo de A. Fanlo Loras) prevé en su articulo 8 que «el Es-
tatuto provincial o municipal podran establecer la creacién del De-
fensor ciudadano que desarrollar4 la funcién de garante de la im-
parcialidad y de la buena marcha de la Administracién piblica
municipal o provincial, sefialando, incluso a iniciativa propia, los
abusos, las disfunciones, las carencias y los retrasos de la Admi-
nistracién con sus relaciones con los ciudadanos. El estatuto re-
gularé la eleccién, las prerrogativas y los medios del Defensor ciu-
dadano, asf como sus relaciones con el Consejo Municipal y
provincial».

Obviamente, esta difusién —hipotéticamente cabria la posibilidad
de méds de 8.000 Defensores en funcién del niimero de Municipios—
pone de relieve el éxito de la implantacién de esta figura, pero al
propio tiempo, la necesidad —sefiala L. Vandeli «La Difesa cfvica a
Livello locale: previsione normativa, attuazione ed eventuale modi-
fica de lla legge 142/90» en La defensa civica op cit pag. 19)— ra-
cionalizar su implantacién a fin de evitar la excesiva fragmentacién
de esta institucién y, a la postre su disfuncionalidad. Por esto se ha
propuesto por la doctrina la necesidad de evitar la excesiva prolife-
racién por la via de la colaboracién y el concierto con los defensores
a nivel regional, sin perjuicio de la creacién de Defensores locales
en aquellos Municipios que por su poblacién o necesidades socioe-
conémicas relativamente lo justifiquen y permitan una actuacién
fructifera singularizada.

De lo expuesto queda patente la existencia de una laguna: la de
un Defensor Civico a nivel estatal. La carencia de esta figura obe-
dece a razones constitucionales, pero que la propia evolucién del
sistema de la Defensa civica est4 justificando la necesidad de la ins-
titucién y de su regulacién positiva, médxime con la creacién de un
Defensor Civico a nivel europeo, que ha hecho mds patente la au-
sencia de regulacion del nivel estatal. Todo ello ha determinado que
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los Defensores regionales sean los mds interesados en clarificar el
problema habiendose elaborado un Anteproyecto de Ley de insti-
tucién del «Difesore Civico Nazionale» (vid su texto en las piginas
120 a 131 de La Difesa Civica In Italia op cit) que ha sido debati-
do en distintos Congresos y remitido a las autoridades politicas, sin
que hasta el momento haya visto la luz todavia como ley positiva.
Esta propuesta oficiosa recoge la idea de la coordinacién y colabo-
racién de los Defensores Regionales y Locales con el nacional a
modo de una razionalizacién de instancia y de evitar interferencias.
Por ejemplo se sugiere que la Administracién periférica del Estado
—Ila central seria campo exclusivo del Defensor estatal— sea su-
pervisada por los Defensores Regionales previo acuerdo de colabo-
racién con el Consejo Regional (art. 2 y 3). En definitiva se vienen
a promover vias de coordinacién que, no obstante, proceden de una
via ascendente de lo regional a lo nacional, en sentido, por lo tan-
to, distinto de la realidad institucional espaifiola.

II. EL PROCESO DE CREACION DE LOS COMISIONADOS
PARLAMENTARIOS AUTONOMICOS

1. Previsiones estatutarias de la institucion complementadas con
una fundamentacion histérica

En el proceso de creacién de los Comisionados parlamentarios
autonémicos es necesario distinguir entre aquellos que su legitimi-
dad descansa en una previsién del Estatuto de Autonomia de la Co-
munidad Auténoma o bien aquellos que su creacién ha sido un pro-
ducto exclusivo de la legislacién autonémica sin una previsién
directa y explicita en los Estatutos de Autonomfa. Dentro del pri-
mer grupo deben citarse los siguientes Estatutos de autonomia:
Pais Vasco (art. 15), Cataluiia (art. 35), Galicia (art. 14), Andalucia
(art. 46), C. Valenciana (art. 24), Aragén (art. 33), Canarias (art.
13) e Islas Baleares (art. 20). En el segundo grupo —que serd ana-
lizado separadamente, debe anotarse— hasta el momento, como el
tnico— al Procurador del Comn de Castilla y Le6n, creado por la
Ley Autonémica 2/1994 de 9 de marzo.

Los Estatutos de Autonomia, por lo tanto, constituyen la nor-
ma juridica que fundamente la institucién y determina las com-
petencias de los Comisionados parlamentarios autonémicos frente
a las del Defensor del Pueblo que derivan directamente del articulo
54 de la Constitucién (STC 157/1988 de 15 de septiembre. FJ 4).
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Junto a esta fundamentacién estatutaria se ha pretendido refor-
zar esta justificacién con una apelacién a la historia o a concretos
hechos o figuras histéricas medievales o de etapas anteriores a la
instauracién del Estado constitucional en los comienzos del siglo
XIX. Esta apelacién a la historia es muy visible en aquellos textos
estatutarios que directamente disginan el nombre de la institucién
—Catalufia (Sindic de Greuges), C. Valenciana (Sindico de Agra-
vios), Aragén (Justicia de Aragén) y Canarias (Diputado del Co-
miin)— frente a aquellos que se limitan a habilitar la creacién, en
su dfa de una «institucién similar a la prevista en el articulo 54
de la CE (Defensor del Pueblo Galicia, Andalucia e Islas Baleares).
Sin embargo estas referencias estatutarias no se limitan a resuci-
tar denominaciones con raigambre histérica, sino que en algin
punto, como es el caso, de la recuperacién de Justicia de Aragén
pretende la actualizacién de una magistratura, al atribuir a la jus-
ticia, no sélo la proteccién de los Derechos, sino incluso la Defen-
sa del Estatuto y la tutela en la aplicacién del Ordenamiento ju-
ridico aragonés, funciones que exceden de las atribuidad al
Defensor del Pueblo.

A la vista de estas consideraciones y de los antecedentes hist6-
ricos podemos agrupar las distintas previsiones estatutarias sobre
el particular, conforme al siguiente esquema:

A) Las Comunidades Auténomas que habfan pertenecido a la
Confederacién Catalano-aragonesa (Aragén, Cataluiia, C. Valen-
ciana e Islas Baleares) se apoyan en el precedente de Justicia de
Aragén que recibia el nombre de «Sindic de la Generalitat o de los
m4as antiguos, Sindic, Jutges, Proveedor, Reparador de Grueges,
etc» (en Catalufia) y «cuyo oficio era el de conocer y declarar sobre
los agravios hechos a los ciudadanos» (Vid. A. Caiiellas, pdg. 72 El
Procurador del Comin, Cortes de Castilla y Leén y Universidad
de Valladolid. 1995). En la Comunidad Valenciana «entre los siglos
XIII y XVIII, las Cortes Valencianas elegian a los llamados «elec-
tos de contrafuero» y a los «jutges de greuges» encargados, los unos
de las transgresiones de las autoridades a las leyes del reyno, y
los otros, a las ofensas y agravios a los particulares por el Rey, sus
Oficiales o cualquier otra autoridad temporal. Los jutges de greu-
ges” tenian poderes efectivos para interrumpir o anular el agravio
inferido y si bien en un principio su amparo solo beneficiaba a los
nobles, a partir de su institucionalizacién definitiva en el reino se
extendié al resto de los estamentos (R. Medina Rubio «Comenta-
rios al Estatuto de Autonomia de la C. A. Valenciana. IEAL, Ma-
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drid 1985, pag. 202). Por su parte, en la Exposicién de Motivos de
la Ley 10 de marzo de 1993 de Les Illes Balears se manifiesta, des-
pués de aludir a la figura del Justicia de Aragén, que «en el De-
recho piblico de las Islas Baleares hay un conjunto de figuras ju-
ridicas que por su singularidad y su situacién al margen del
régimen sefiorial, de acuerdo con la Carta de Franquesa de 1230,
conforman un sistema que permite la apelacién en todas estas ac-
tuaciones que van en contra las bases constitucionales del Reino»
(Consell de Franquesa, el Abogado de los pobres de Cristo, el Pro-
curador de los Pobres, el Sindic...).

De todas estas figuras y precedentes histéricos —significativa-
mente en torno a los Comisionados parlamentarios autonémicos,
aparecen las tnicas referencias histdricas al Derecho piiblico en los
diferentes reinos que se contienen en los actuales Estatutos de Au-
tonomia —la mds significativa y la que ha permanecido como un
paradigna y a la vez un mito juridico en nuestro Derecho piblico
histérico es la del Justicia de Aragén que, como hemos visto, ha
sido recogida en el actual estatuto de Autonomfa de Aragén con per-
files propios.

Las funciones histéricas del Justicia de Aragén «piblico minis-
tro de las leyes y zelador de los fueros del Reyno»— Vid. A. Bonet
Navarro «Comentarios al Estatuto de Autonomia de la Comunidad
Auténoma de Aragén. L.E.A.L. Madrid 1985, pdgs. 329 y ss.— ac-
tuaba en materia de procesos forales (aprehensidn, firma, manifes-
taciones, inventario, etc.), como dictaminador, para impedir la in-
constitucionalidad preventiva de los actos y normas (contrafuero) y
fundamentalmente, la defensa de la inviolabilidad y de sus inmu-
nidades de las personas, lo cual le acercaba a la figura actual del
Defensor del Pueblo. Toda esta tradicién explica, el énfasis con que
el Estatuto de Autonomia de Aragén ha disefiado la figura actual
de Justicia.

En la misma linea de vinculacién con las raices histéricas debe
citarse la institucién del Diputado del Comin en la Comunidad Au-
ténoma de Canarias, regido por la Ley 1/1985. En la Exposicién de
Motivos de la Ley se nos da cuenta que «la institucién del Diputa-
do del Comiin entronca directamente con nuestra historia colectiva.
Los Procuradores del Comiin y Personeros de los siglos XVI, XVII y
XVIII, como representantes directos de los vecinos en los cabildos
iniciales del sistema de autonomfa municipal devendran en Dipu-
tados del Comin por Reales Provisiones de 5 de mayo de 1766 para
las Islas Realengas y el 14 de enero de 1772 para las restantes». En
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concreto, la denominacién «Diputado del Comin en el Estatuto de
Autonomia, obedece a la voluntad del legislador de vincular la ins-
titucién con una figura politica que tuvo arraigo histérico en nues-
tras islas, defensor en draméticos pleitos del estamento social, con
el nombre del comin». Resulta significativo que la institucién del
Diputado del Comtin se articula para la garantia de los derechos del
ciudadano, a la luz de la Constitucién, pero también con un claro
propésito de remover obstéculos del pasado inmediato, segiin la sign-
ficativa referencia contenida en la Exposicién de Motivos de la Ley,
un texto legal postconstitucional (1985), «es evidente el desamparo
de los ciudadanos ante las situaciones y normas preconstitucionales
que por la inercia generada en su pasado no democrético, en la ac-
tualidad dan lugar a actuaciones cotidianas de la Administracién
que incurren en inconstitucionalidad sobrevenida».

B) Un segundo grupo de regulaciones sobre Comisionados parla-
mentarios autonémicos no invocan argumentos histéricos para legi-
timar su existencia o para apoyar su fundamentacién. En este gru-
po puede incluirse el Defensor del Pueblo Andaluz, creado por Ley
9/1983 de 1 de diciembre y definido como «el comisionado del Parla-
mento, designado por éste para la defensa de los derechos y liberta-
des comprendidos en el Titulo I de la CE, a cuyo efecto podrd su-
pervisar la actividad de la Administracién autonémica, dando cuenta
al Parlamento». En la misma linea el Valedor del Pueblo en la Co-
munidad Auténoma de Galicia por Ley 6/1984 de 5 de julio, caracte-
rizado como «alto comisionado del parlamento de Galicia para la de-
fensa en el ambito territorial de la Comunidad Auténoma, de los
derechos comprendidos en el Titulo I de la Constitucién y del ejerci-
cio de las demds funciones que esta Ley le atribuye. La actividad del
Valedor del Pueblo se extenderd a la tutela de los derechos indivi-
duales y colectivos, emanados del Estatuto de Autonomia, en espe-
cial los sancionados en el Titulo Primero». Por lo que respecta a la
Comunidad Valenciana el Sindico de Agravios, regulado por Ley 26
de diciembre de 1988, se define «como Alto Comisionado de las cor-
tes Valencianas, designado por éstas, para la defensa de los derechos
y libertades, comprendidas en el Titulo I de la Constitucién y el Es-
tatuto de Autonomfa, a cuyo efecto podra supervisar la actuacién de
la Administracién Piblica de la Comunidad Valenciana, en el 4mbi-
to de las competencias que le vienen atribuidas por el articulo 24 del
Estatuto de Autonomia y por la presente Ley». Para estas Comuni-
dades Auténomas es suficiente invocar el correspondiente precepto
de su Estatuto de Autonomia que consagra la previsién de la figura
del correspondiente Comisionado Parlamentario.
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C) Una posicién original que no puede pasar desapercibida es
la representada por la regulacién de la institucién del «Ararteko»
por Ley de la Ley del Pafs Vasco 3/1985 de 27 de febrero. En el
interesante Predmbulo de dicha Ley autonémica se pasa revista
a lo que ha significado la irrupcién de la figura de los Ombuds-
man, como Magistratura de persuacién en el panorama de los con-
troles de las Administraciones piblicas y la renovacién que ello
ha comportado hasta el punto de convertirse en un colaborador
critico de la Administracién que «viene a colmar las lagunas que
existen inevitablemente en el sistema de garantias de los dere-
chos de los administrados. También se subraya el antecedente del
Mediateur Francés y su aportacién al contraol del fenémeno de la
mala administracién. En este contexto general se concibe como
«una institucién més de control que se acomoda claramente a la
evolucién del Estado social y Democratico de Derecho y a las de-
ficiencias que éste ha demostrado en su pretensién garantista de
los derechos y libertades». De esta suerte se fundamenta racio-
nalmente la institucién, en la inteligencia que «el nombre de la
institucién se debe a la necesidad de encontrar un nombre nuevo,
para una institucién que también lo es en sistema de Derecho Pu-
blico Vasco. A este respecto, parece conveniente que el nombre se
fije en euskera».

En consideracién a la mera fundamentacién racional y esta-
tutaria de la institucién la legislacién que comentamos se carac-
teriza precisamente por una posicién enfrentada a los posibles
antecedentes histéricos, con un planteamiento contundente y de
ruptura frente al pasado «la institucién, por otra parte, es nue-
va. Es cierto también que existieran precedentes, tanto en los te-
rritorios vascos de influencia castellana, como en los que se in-
sertan en las tradiciones juridicas de los reinos pirinaicos. Sin
embargo, el paralelismo no cabe. Aquellos precedentes tales,
como el Sindico Procurador General de Alava, nacen y se vincu-
lan a las instituciones publicas de las Monarquias absolutas y a
la sociedad estamental, serdn instituciones de defensa de los pri-
vilegios de un estamento frente a otros o frente al sefior feudal
o el Rey. El ararteko tiene un sentido radicalmente diferente en
la misma medida que el estamentalismo da paso al principio de
igualdad y el privilegio al derecho o a la libertad de todos». En
funcién de este posicionamiento, la Ley reguladora del Ararteko
perfila unos rasgos de la institucién, definidos con rasgos preci-
sos y, en cierta medida originales en relacién con otras figuras
similares:
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a) Es una institucién piblica, «prevista directamente por el Es-
tatuto de Autonomia, independiente de las Administraciones Pu-
blicas que s6lo recibe instrucciones del Parlamento en la forma que
éste determine» (art. 1.3).

b) Ademsds de la defensa de los derechos comprendidos en el Ti-
tulo I de la Constitucién velard «porque se cumplan los principios
generales del orden democréatico contenidos en el articulo 9 del Es-
tatuto de Autonomia» (art. 1.1).

¢) Constituye «su funcién primordial salvaguardar a los ciudada-
nos frente a los abusos de autoridad y poder y negligencia de la Ad-
ministracién Piblica» (art. 1.2). Este matiz o peculiaridad de su mi-
8i6n que en linea con la misién que, en el derecho comparado tiene
encomendado el «<Mediateur» francés (Vid. Martin Bassols Coma «Con-
sideraciones sobre los controles extrajurisdiccionales de la adminis-
tracién» RAP niimero 82, enero-abril 1977), segin se invoca en la pro-
pia Exposicién de Motivos de la Ley, en orden a las actividades de
servicio piblico cuando el organismo en cuestién «se dedica a la sa-
tisfaccién de una necesidad de interés general o desde el momento en
que existe un elemento, aunque lejano, de control de la Administra-
cién sobre este organismo». Desde esta concepcién amplia, se posibi-
lita que el Ararteko pueda fiscalizar entidadesa que sin tener carsc-
ter o naturaleza piiblica pueden ejercer potestades administrativas o
funciones delegadas, como el caso de las entidades concesionarias, o
las Corporaciones ptblicas en la medida que estén sometidas al De-
recho piiblico. Como precisién de este alcance se concluye que «lo que
queda sometido a control es, por tanto, inica y exclusivamente la ac-
tividad que se dirige inmediatamente al ejercicio de la funcién o ac-
tividad piblica que est4 sometida al Derecho Administrativo», mati-
zando enfiticamente o que queda sometido a control es, por lo tanto,
tnica y exclusivamente la actividad que se dirige inmediatamente al
ejercicio de la funcién o actividad piiblica que estd sometida al Dere-
cho Administrative. Asi, por tanto, la actividad del Ararteko, no po-
dfa invadir las administrativas internas».

d) La Ley reguladora de la institucién no se limita a sefialar
que sus funciones se desarrollardan en coordinacién con el Defensor
del Pueblo, sino que contiene un capitulo especifico (arts. 36 y 37)
en las que se regulan las relaciones del Ararteko con el Defensor
del Pueblo, con la previsién especifica —anteriormente a la propia
Ley estatal 36/1985— de establecer acuerdos para fijar criterios de
actuaciones conjuntas, a fin de materializar la coordinacién y la co-
laboracién entre ambas instituciones (arts. 36 y 37).
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2. La cuestion de los comisionados parlamentarios autonémicos
no previstos estatuariamente y la problemdtica de la
atribucién de funciones institucionales no reconocidas
al Defensor del Pueblo

La posibilidad de que las Comunidades Auténomas que no
habian previsto en sus Estatutos la creacién del Comisionado par-
lamentario, pudieran, no obstante, instituirlo, se mantenfa a nivel
de mera hipétesis tedrica hasta que la Comunidad de Castilla y
Leé6n cre6 por Ley autonémica 2/1994 de 9 de marzo la figura del
Procurador del Comun, sin referencia alguna en su Predmbulo a
antecedentes histéricos. La referida Ley no ha sido cuestionada
constitucionalmente y por lo tanto desde el punto de vista de su vi-
gencia y eficacia no suscita ningiin tipo de cuestién. Sin embargo,
desde el punto de vista de la reflexién juridica ofrece la oportuni-
dad de plantearse el problema de fondo, cual es el fandamento ex-
traestatutario de la institucién y la cuestién de atribucién de com-
petencias que no se corresponden totalmente con las del Defensor
del Pueblo, cuestién que es comiin al Justicia de Aragén y al Pro-
curador del Comiin de Castilla-Le6n y que merecen ser estudiadas
conjuntamente.

Cuando nos referimos a la inexistencia de una previsién esta-
tutaria, queremos decir una referencia concreta y explicita. La Ley
anuncia su anclaje en el articulo 26 del Estatuto de la Comunidad
en la medida que establece «<las materias en las que tiene compe-
tencia exclusiva la Comunidad Auténoma y en su apartado prime-
ro se refiere a da organizacién, régimen y funcionamiento de sus
instituciones de autogobierno. Estas instituciones, segiin doctrina
del Tribunal Constitucional son primordialmente las que el mismo
Estatuto crea y estdn por ello Constitucionalmente garantizadas,
pero no solo ellas, pues la Comunidad puede crear otras en la me-
dida en que lo juzgue necesario para su propio autogobierno». ;Esta
referencia al autogobierno implica una competencia estatutaria li-
mitada en cuanto a la facultad de crear 6rganos de esta naturale-
za o, por el contrario se tratarfa de una cldusula general, suscepti-
ble de ser interpretada de una forma flexible e indeterminada? Si
atendiéramos a argumentos meramente textuales podriamos dejar
la cuestién perfectamente resuelta, indicando la propia Exposicién
de Motivos de la Ley estatal 36/1985 de 6 de noviembre que al alu-
dir a las relaciones entre el Defensor del Pueblo y las figuras and-
logas, explicita «previstas en los respectivos Estatutos de Autono-
mfa, o, en su caso, en Leyes aprobadas por las Comunidades
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Auténomas». Este texto transcrito, por lo tanto, serviria para afir-
mar la posibilidad de tal creacién. Ahora bien, ni es absolutamen-
te seguro que en su contexto la frase transcrita permita tal con-
clusién, ni mucho menos procedente que tenga que ser una Ley
Estatal ordinaria la fuente legitimadora de una norma de autogo-
bierno autonémico.

Este problema interpretativo ha sido suscitado y resuelto con-
vincentemente, a nuestro juicio, por M. Aragén Reyes (Conferencia:
la Ley del procurador del comin de Castilla y Leén, en la obra «El
Procurador del Comin» op, cit. pag. 40 a 45). Segiin la tesis de Ara-
g6n Reyes, en los arts. 147.1.c) (denominacién, organizacién y sede
de las instituciones auténomas propias, como uno de los contenidos
del Estatuto de Autonomia) y el articulo 148.1.1 (posibilidad de las
Comunidades Auténomas en materia de «organizacién de sus ins-
tituciones de autogobierno), ambos preceptos de la CE, atribuyen
al Estatuto competencias de organizacién y regulacién de las insti-
tuciones de autogobierno «mi opinién personal es que se trata de
una reserva absoluta por la tnica y suficiente razén de que el Es-
tatuto es norma estatuyente de la Comunidad Auténoma y sélo él,
solo ese tipo de norma, puede configurar la forma de gobierno de
dicha Comunidad, es decir establecer sus «poderes estatuidos»,
«constituidos». De la misma manera que est4 reservado a la Cons-
titucién el establecimiento de los poderes supremos del Estado, estd
reservado al Estatuto de Autonomia el establecimiento de los po-
deres supremos de la Comunidad Auténoma. Aqui se manifiesta el
cardcter «constitucional» de la norma estatutaria». De esta toma de
posicién podria concluirse la imposibilidad de innovar en materia
de é6rganos de autogobierno. Ahora bien el término «autogobierno
puede ser interpretado en términos estrictos» referidos a los 6rga-
nos que ejercen el poder politico en la Comunidad, capaces de im-
poner coactivamente, a través de normas juridicas, programas de
gobierno», en cuyo caso sélo pueden ser dos los 6rganos de Gobier-
no: el Parlamento y el Ejecutivo (desdoblado este iltimo en otros
dos: 1a Junta y el Presidente). Ahora bien, segin el citado autor,
los Comisionados Parlamentarios autonémicos, no son propiamen-
te una institucién de autogobierno en sentido estricto, y ello en el
sentido de que «el Defensor del Pueblo (sobre todo el Defensor del
Pueblo Autondémico) no ejerce poder politico, no tiene atribuidas po-
testades, no tiene facultades de coaccién, sino de persuacién, no
puede crear ni innovar el ordenamiento, no «gobierna», ni median-
te Leyes, ni mediante reglamentos, ni mediante actos genuinos de
autoridad, es decir, actos coactivos». Finalmente concluye que la le-
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gitimidad constitucional de los Defensores auton6micos no previs-
to estatutariamente no descansa en ninguna ley Estatal «sino que
proviene de la Constitucién misma, es decir de la interpretacién que
ha de darse a la reserva estatutaria contenida en el articulo 147.1.1
de la Constitucién».

Una vez demostrada la legitimidad constitucional y estatutaria
de los Comisionados parlamentarios auton6micos no previstos ex-
presamente en los Estatutos de Autonomia, no cabe desconocer que
existen diferencias significativas respecto a aquéllos que sf gozan
de una consagracién estatutaria. Por lo pronto estos dltimos dis-
ponen de una estabilidad, una vez desarrollado el Estatuto (por la
propia reserva estatutaria), de la que no estdan dotados los que sim-
plemente son una creacién de la ley autonémica ordinaria, la cual
puede ser revocada o suspendida. Pero, ademds, como también se-
fiala Aragén Reyes, muchas otras cuestiones quedan pendiente en
relacién al régimen juridico de estos Comisionados sin cobertura es-
tatutaria, como es el caso del «status» y privilegios procesales de este
tipo de Comisionados. Sin embargo, la cuestién m4s relevante que
plantea el autor es el relativo a la funcién que se atribuye al Pro-
curador del Comiin de Castilla y Ledén de la «Defensa del Estatuto
de Autonomia y del Ordenamiento juridico de Castilla y Le6n» (arts.
24.1 a 30), en la medida que esta funcién no tiene correspondencia
con las funciones atribuidas al Defensor del Pueblo, por la Consti-
tucién y su Ley Orgénica, con la particularidad suplementaria que
la norma autonémica permite «involucrar» a dicho Defensor del
Pueblo en cuestiones estrictamente autonémicas», como es el caso
del articulo 24.4 «si el Procurador del Comiin de Castilla y Leén
considerase que la violacién del Estatuto deriva de un acto de las
Cortes de Castilla y Le6n, requerirdé motivadamente a éstas para
que lo subsanen y, si no lo hacen hacerle llegar al Defensor del pue-
blo, sugiriéndole la medida a adoptar». Esta funcién de defensa del
Estatuto y del ordenamiento propio estd inspirada en la figura del
Justicia de Aragén (prevista en este caso en su Estatuto (art. 33 y
desarrollado por los articulos 27 a 34 de la Ley reguladora 4/85 en
sus articulos 27 a 34 que vendrian a significar una recuperacién de
las funciones que esta institucién tuvo en la Edad Media (Vid. Pé-
rez Prendes «Los procesos forales aragoneses». Granada 1977 y A.
Nieto «El derecho como limite del poder en la edad media» en Re-
vista de Administracién Piblica nimero 91 enero-abril 1980 pp. 7
y 88). Sin embargo, en el caso que nos ocupa dichas funciones no
tienen cobertura estatutaria, por lo que se suscita su fundamenta-
cién, al igual que otras posibles innovaciones en el futuro sin co-
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bertura estatutaria y sin correspondencia con las misiones atribui-
das al Defensor del Pueblo.

Para Aragén Reyes en el tema planteado la Defensa del Esta-
tuto y del Ordenamiento autonémico es una funcién distinta de la
tipica o genuina del Defensor del Pueblo «con ella no se trata de
defender al pueblo, es decir a los ciudadanos, sino al Estatuto y al
Ordenamiento juridico. Relacién hay, por supuesto, entre una y otra
funcién, pero juridicamente son competencias totalmente distintas»
(op. cit. pag. 49). La resolucién del problema planteado por dicho
autor es paralela a su anterior argumentacién» si el Defensor del
Estatuto, o si en la funcién de defensa del estatuto, para ser mds
precisos se ejerciere «gobierno», esto es potestad en sentido estric-
to, poderes coactivos, decisiones vinculantes, este érgano (o esta
funcién) seria institucional de autogobierno en su entendimiento
exacto o restringido y entrarfa de lleno en el campo de la reserva
absoluta de Estatuto, no pudiendo establecerse por la sola autori-
dad de la Ley autonémica. En cambio, si tal funcién se desempeiia
sin «potestad» y en ella lo que solo se ejercen es recomendaciones
y no érdenes o actos vinculantes entonces el Defensor del Estatuto
es sélo un altisimo asesor, o una magistratura de opinién, muy re-
levante, por supuesto, pero de iguales caracteristicas de actuacién
(aunque de objeto distinto) que el Defensor del Pueblo. No es un 6r-
gano de autogobierno en sentido estricto y puede, ante el silencio
del Estatuto, establecerse por ley autonémica» op. cit. 50).

Con independencia del problema de la fundamentacién de esta
funcién de Defensa del Estatuto de Autonomia por parte de los Co-
misionados parlamentarios autonémicos, lo cierto es que precisa-
mente a través de los ejemplos de Aragén y de Castilla y Leén se
ha puesto de manifiesto la existencia en nuestro sistema autoné-
mico de una laguna importante que precisamente puede ayudar a
paliar —no a resolver integramente—, la figura del Defensor del
Pueblo con el auxilio de los Comisionados Parlamentarios autoné-
micos. En efecto la garantia de la prevalencia del Estatuto de Au-
tonomia frente a las violaciones a las leyes y disposiciones con fuer-
za de Ley de la propia Comunidad Auténoma no estd
completamente instaurado desde la perspectiva de la propia Co-
munidad Auténoma. Y ello porque la Ley del Tribunal Constitu-
cional 2/1979 no atribuye legitimaci6én a los Ejecutivos o a las pro-
pias Asambleas de las Comunidades Auténomas (solo, segiin el
articulo 32.2, estos érganos tienen legitimacién para impugnar las
leyes Estatales). Por el contrario, para impugnar ante el Tribunal
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Constitucional las leyes de las Comunidades Auténomas tienen
competencia el Presidente del Gobierno, Cincuenta Diputados o
cincuenta Senadores y, en dltima instancia el Defensor del Pueblo
(art. 32.2). De esta suerte, atribendo la funcién de Defensa esta-
tutaria a los Comisionados Parlamentarios autonémicos —si bien
carecen de legitimacién ante el Tribunal Constitucional—, éstos
pueden acudir al Defensor del Pueblo para que ejerza su legiti-
macién impugnando las leyes autonémicas que sean contrarias al
Estatuto. Obviamente, la informacién que puede transmitir el Co-
misionado autonémico al Defensor del Pueblo a los efectos de im-
pugnacién, ser4 mds objetiva y enraizada en intereses colectivos
autonémicos que la que puede derivar de la impugnacién del Pre-
sidente del Gobierno o de los parlamentarios. Algunos autores han
llamado la atencién sobre la cuestién y han propuesto de un Tri-
bunal de Garantfas Estatutarias en cada Comunidad Auténoma
(Vid J. Tornos Mas «Los Estatutos de las Comunidades Auténomas
en el Ordenamiento Juridico Espafiol en Revista de Administra-
cién Puablica nimero 91, enero-abril 1980 pp. 165). En ausencia de
un organismo de esta naturaleza u otra andloga, la conexi6én del
Comisionado autonémico (Defensor del Estatuto)— Defensor del
Pueblo puede paliar la laguna advertida y contribuir a esta deli-
cada funcién institucional. Estas reflexiones nos sirven para poner
de relieve el cardcter abierto al futuro que pueden suscitarse, ante
cuestiones nuevas, en el marco de las relaciones entre Comisiona-
dos autonémicos y el Defensor del Pueblo.

II. LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
SOBRE LAS COMPETENCIAS DE LOS COMISIONADOS
PARLAMENTARIOS DE LAS COMUNIDADES
AUTONOMAS

La Jurisprudencia Constitucional ha tenido, hasta el momen-
to, de ocuparse en dos ocasiones sobre las competencias de los Co-
misionados parlamentarios de las Comunidades Auténomas. En
la primera ocasién en la Sentencia 142/1988 de 12 de julio en re-
lacién con el Justicia de Aragén y, la segunda STC 157/1988 en
relacién con el articulo 2.1 de la Ley 36/1985 de 6 de noviembre
que regula las relaciones entre el Defensor del Pueblo y las figu-
ras andlogas de las Comunidades Auténomas, recurso de incons-
titucionalidad presentado por la Generalidad de Cataluiia. Del
andlisis de esta jurisprudencia pueden deducirse las siguientes
consideraciones:
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A) El articulo 2.3 de la Ley autonémica niimero 4/85 de 27 de
junio reguladora del Justicia de Aragén establece que «el Justicia
de Aragén, en el cumplimiento de su misién, podré dirigirse a toda
clase de autoridades, organismos, funcionarios y dependencia de
cualquier Administracién con sede en la Comunidad Auténoma».
Este precepto transcrito en concordancia con los apartados 1 (re-
ferido a la Administracién de la Comunidad Auténoma, constitui-
da por la Diputacién General de Aragén, asf como por la totalidad
de los Entes dotados de personalidad juridica, dependientes de ella)
¥y 2 (actuacién respecto a los Entes locales aragoneses en todo lo
que afecte a materias en las que el Estatuto de Autonomia atri-
buya competencias a la Comunidad Auténoma), podia permitir una
intepretacién maximalista en el sentido de que los Organos de la
Administracién periférica del Estado con sede en el territorio de
la Comunidad Auténoma quedaban sometidos también a las fa-
cultades de investigacién de Justicia de Aragén. En el contexto de
la Ley reguladora del Justicia de Aragén estas facultades de in-
vestigacién para la Administracién periférica del Estado eran im-
portantes en la medida potencialmente podfan entrafiar que las
Autoridades de aquella Administracién debfan suministrar la in-
formacién requerida y permitir la entrada a todas las dependen-
cias, centros y organismos, asi como poner a su disposicién datos,
expedientes o cualquier otra clase de documentacién (art. 19.2).
Como complemento de esta facultad el Justicia podia hacer pibli-
co el nombre de las autoridades, funcionarios o de los organismos
publicos que obstaculizasen sus funciones (art. 21), al tiempo que
podia dirigirse a cualquier autoridad (y en consecuencia a la Ad-
ministracién periférica del Estado) a fin de fijar el concepto de «doc-
trina legal» en relacién con la aplicacién del Ordenamiento juridi-
co Aragonés a los efectos de interponer recursos y ejercitar acciones
ante los Tribunales.

Una interpretacién estricta de estos preceptos, como hemos se-
fialado, podia llevar a la conclusién que la Administracién Perifé-
rica del Estado se encontraba sometido al control del Justicia de
Aragén desde la perspectiva del Ordenamiento aragonés, lo cual po-
drfa implicar una invasién de competencias del Estado. Sin em-
bargo, el Tribunal Constitucional lleva a cabo un fallo interpreta-
tivo en orden a la constitucionalidad de dicho precepto, siempre que
se circunscribiera a interpretar que la facultad de «dirigirse» del
Justicia frente a cualquier Organismo de la Administracién perifé-
rica del Estado excluyera «toda idea de subordinacién o imposicién
de deberes», de tal suerte que el articulo 23.3 de la Ley 4/1985 «es
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constitucional interpretado en términos estrictos que quedan ex-
puestos». Para llegar a esta conclusién el Tribunal Constitucional
considerd que el término «dirigirse» méds que una imposicién hacfa
referencia a una autorizacién para ponerse en contacto el Justicia
con los Organos de la Administracién del Estado para solicitar in-
formacién o solicitar ayuda para el desempeiio de sus propias fun-
ciones, sin ninguna apelacién a la idea de supervisién sobre las de-
pendencias de dicha Administracién. Analogamente la facultad de
solicitar la interposicién de recursos a efectos de crear la doctrina
legal correspondiente por parte del Justicia, no otorga a esta auto-
ridad legitimacién procesal alguna al mismo, ni tiene alcance de
norma procesal y «por tanto de vicio de incompetencia normativa
denunciado».

De esta interpretacién constitucional quedaba patente que los
Comisionados Parlamentarios de las Comunidades Auténomas no
podian o carecian de competencia para supervisar la actuacién de
la Administracién periférica del Estado en el territorio de la Co-
munidad Auténoma, sin perjuicio de las relaciones de colaboracién
y de auxilio mutuo que podian establecerse para un mejor ejercicio
de sus competencias por parte de dichos Comisionados.

B) La cuestién de si los Comisionados Parlamentarios de las
Comunidades Auténomas pueden, en el ejercicio de sus funciones,
fiscalizar la actuacién de los Entes Locales en el territorio de la
Comunidad Auténoma ha ocupado la atencién, tanto de la STC
142/1988 como de la STC 157/1988 de 15 de septiembre. La pro-
blemdtica de esta materia radica fundamentalmente en la cues-
tién de las relaciones entre las Comunidades Auténomas y las En-
tidades locales (Diputaciones y Municipios) de su propio territorio,
dado que el articulo 137 CE contempla a ambas instituciones te-
rritoriales como dotadas de autonomia para la gestién de «sus res-
pectivos intereses». A mayor abundamiento, el articulo 140 del
mismo texto constitucional garantiza la autonomia de los munci-
pios y el 141 «el gobierno y la administracién auténoma de las
provincias estardn encomendadas a las Diputaciones u a otras
Corporaciones de caracter representativo». En definitiva, este cua-
dro constitucional plantea el sustancioso tema del cardcter «in-
tracomunitario» (incardinacién de los Entes locales en la Admi-
nistracién de la Comunidad Auténoma) o «extracomunitario de los
Entes locales en nuestro derecho. Esta importante cuestién fue
abordada en una de las primeras Sentencias del Tribunal Consti-
tucional (23 de diciembre de 1982) en el sentido del cardcter bi-
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fronte de nuestro Régimen local, de tal suerte que «aun en aque-
llas Comunidades Auténomas que, como Catalufia, asumen el m4-
ximo de competencias al respecto es siempre resultado de la acti-
vidad concurrente del Estado (en el sentido méds estrecho del
término) y de las Comunidades Auténomas». Esta posicién insti-
tucional de autonomia de los Entes Locales (la STC de 28 de ju-
lio de 1981 ha proclamado la garantfa institucional de los Entes
locales, cuya existencia se considera como un componente esen-
cial y «cuya preservacién se juzga indispensable para asegurar los
principios constitucionales, estanbleciendo en ellas un nicleo o re-
ducto indispensable por el legislador») ha sido reconocida por la
Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local (Ley 7/1985 de 2
de abril). Ahora bien, los Entes locales ejercen sus atribuciones y
competencias como propias o atribuidas en régimen de delegacién
(art. 7 de Ley 7/1985), delegaciones que tanto pueden tener su ori-
gen en el estado como en las propias Comunidades Auténomas.
En estos tltimos casos, légicamente, la posicién de los Entes lo-
cales respecto a las Comunidades Auténomas ya no serd en régi-
men de Autonomia, sino de subordinacién a instrucciones y a ins-
pecciones de las primeras respecto a las Comunidades auténomas.

En atencién a este posicionamiento concurrente de los Entes lo-
cales algunas leyes autonémicas reguladoras de sus Comisionados
Parlamentarios han establecido preceptos de redaccién ambigua
que podrian llegar a la conclusién de que los Entes locales estdn
integramente sometidos a la supervisién de los Comisionados au-
tonémicos. En este sentido el articulo 2.3 de la Ley del justicia de
Aragén proclama «El Justicia de Aragén podrd también supervisar
la actuacién de los Entes locales aragoneses en todo que afecte a
materias en las que el estatuto de Autonomia atribuya competen-
cia a la Comunidad de Aragén». Por su parte la Ley 20 de marzo
de 1984 sobre el «Sindic de Greuges» de Catalufia proclama que su-
pervisard también la actuacién de los entes locales de Catalufia en
todo lo que afecte a las materias en que el Estatuto de Autonomia
de Cataluiia otorga competencias a la Generalidad». En ambos ca-
sos una interpretacién literal de estos preceptos podia permitir la
conclusién que toda la actividad de los Entes locales en las mate-
rias sobre competencias paralelas con la Comunidad Auténoma
eran plenamente susceptibles de supervisién por el Justicia o el Sin-
dic, respectivamente. E] posible conflicto interpretativo se suscité
con ocasién de la promulgacién de la Ley 36/1985 de 6 de noviem-
bre por la que se regulan las relaciones entre la Institucién del De-
fensor del Pueblo y las figuras similares en las distintas CCAA, en
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cuyo articulo 2.1 se sienta como criterio que «la proteccién de los
derechos y libertades reconocidas en el Titulo I de la Constitucién
y la supervisién a estos efectos, de la actividad de la Administra-
cién piblica de cada Comunidad Auténoma, asf como de las Admi-
nistraciones de los Entes locales, cuando actien en ejercicio de com-
petencias delegadas por aquélla, se podrd realizar, de oficio o a
instancia de parte, por el Defensor de Pueblo y el Comisionado par-
lamentario autonémico en régimen de cooperacién, segin lo esta-
blecido en el apartado segundo de este articulo, en todo aquello que
afecte a materias sobre las cuales se atribuyan competencias a la
Comunidad Auténoma en la Constitucién y en el respectivo Esta-
tuto de Autonomia y sin mengua de lo establecido en cuanto a fa-
cultades del Defensor del Pueblo por la Constitucién y por la Ley
Orgdnica 31/1981». Efectivamente, esta ley —no era su objetivo—
no pretendia delimitar competencias, sino simplemente establecer
un sistema de colaboracién entre el Defensor del Pueblo y los Co-
misionados autonémicos, pero no cabe duda que escindia a sus efec-
tos las competencias de los Entes locales en orden a su supervisién
por los Comisionados autonémicos: entre las que mediaba una de-
legacién de la Comunidad Auténoma y el resto de competencias pro-
pias de los Entes locales paralelas a las materias estatutarias de
competencia de las Comunidades Auténomas. Planteados en estos
términos la respuesta del Tribunal Constitucional, a rafz de los con-
flictos que se le suscitaron, tuvo lugar, en un caso de forma direc-
ta STC 142/1988 (Justicia de Aragén) y de forma indirecta STC
157/1988 (Sindic de Cataluiia).

En relacién con el Justicia de Aragén (STC 142/1988) se confronta
el precepto del articulo 2.3 de la Ley del Justicia con el correspon-
diente Estatuto de Autonomia aragonés que en su articulo 33.2 que
dispones que «en el ejercicio de su funcién de justicia, el Justicia de
Aragén podréd supervisar la actividad de la Comunidad Auténoma»
y ciertamente, advierte el Tribunal Constitucional «no se puede con-
siderar actividad de la Comunidad Auténoma, que es a la que se re-
fiere el Estatuto en ordep a la facultad de supervisién, méds que la
ejercida por ella, a través de los organismos dependientes de la pro-
pia Comunidad, dependencia que obviamente, no puede precisarse
de la actividad de los entes locales, puesto que la autonomia de és-
tos para la gestién de sus intereses estd bajo la salvaguardia del ar-
ticulo 137 de la Constitucién». Por ello considera, aceptando la in-
terpretacién del Letrado del Estado, que «si la supervisién se ejerce
tan solo sobre actuaciones en el ejercicio propias de la Comunidad
que hayan sido transferidas o delegadas en los entes locales; éstos
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actuarian en tales supuestos efectivamente como 6rganos descen-
tralizados de la propia Comunidad, con lo que no se rebasarfa el lf-
mite estricto que impone el articulo 33.2 del Estatuto». La conclu-
si6én final del TC es una sentencia interpretativa en evitacién de la
declaracién de inconstitucionalidad en el sentido que el artfculo 2.2
de la ley aragonesa «no es inconstitucional ni desborda los limites
del articulo 33.2 del Estatuto de Aragén, siempre que se interprete
que las facultades de supervisién del Justicia de Aragén sobre la ac-
tuacién de los entes locales aragoneses s6lo podra ejercerse en ma-
terias «en las que el Estatuto de Autonomia atribuya competencias
a la Comunidad Auténoma de Aragén) (art. 2.2) y respecto de las
que ésta haya, ademds, transferido o delegado en los entes locales.
Sélo asi puede entenderse que el Justicia se mantiene dentro del
dmbito de actuacién de supervisién de la actividad de la Adminis-
tracién de la Comunidad Auténoma que le confiere el articulo 33.2».
En definitiva del fallo interpretativo —aunque con alguna vacila-
cibn— parece desprenderse que para el Comisionado autonémico
pueda supervisar la actuacién de los Entes locales deben concurrir
dos presupuestos: 1) que la materia competencias ejercitada se co-
rresponda con las atribuidas a la respectiva Comunidad Auténoma
¥y 2) que haya mediado en dicho ejercicio delegacién o transferencia
de competencias de la Comunidad Auténoma al Ente local res-

pectivo.

La anterior conclusién interpretativa reducia, obviamente, el al-
cance de la facultad de supervisién de los Comisionados parlamen-
tarios autonémicos en especial en aquellas Comunidades Auténomas
que habfan asumido competencias en materia de Régimen local,
como era el caso de Catalufia. Por ello, se cuestioné la constitucio-
nalidad del articulo 2.21 de la Ley 36/1985 de relaciones entre el
Defensor del Pueblo y las figuras similares autonémicas, anterior-
mente transcrito en relacién con la ley reguladora del Sindic de
Greuges cataldn (art. 2.1) en la medida que una interpretacién es-
tricta o literal del mismo «fuerzan a interpretarlo en un sentido li-
teral, que excluye de la capacidad de supervisién de las institucio-
nes autonémicas similares al Defensor del Pueblo sobre los Entes
locales que no se produzca en ejercicio de competencias delegadas por
las Comunidades Auténomas». Planteados en estos términos el conflic-
to, la declaracién de inconstitucionalidad del articulo 2.1 de la Ley
estatal 36/1985 implicaria la confirmacién de la prevalencia de la
interpretacién autonémica favorable a una supervisién sin el requi-
sito de la previa delegacién o transferencia. El Tribunal Constitu-
cional no entré en el fondo de esta posible cuestién indirecta o im-
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plicita, sino que se atuvo exclusivamente a la cuestién principal re-
lativa a si la Ley estatal 36/1985 atentaba contra el Estatuto de au-
tonomia y la Ley reguladora del Sindic, sin que finalmente obser-
vara ninguin tipo de contradiccién «asi pues, si el Estatuto de
Autonomia de Cataluiia prevé como dmbito de actuacién del «Sin-
dic de Greuges» la supervisién de la Administracién de la Genera-
lidad y si el precepto parcialmente impugnado contempla la posibi-
lidad de acuerdos de cooperacién entre el Defensor del Pueblo y los
Comisionados parlamentarios autonémicos para la supervisién tan-
to de las Administraciones autonémicas como de las locales, cnando
éstas actiien en ejercicio de competencias delegadas por aquéllas, no
se ve la menor contradiccién entre ambas regulaciones. No sola-
mente no hay restriccién del dmbito de actuacién de los Comisiona-
dos parlamentarios autonémicos méds amplia de lo que podria en-
tenderse en una interpretacién literal y estricta del citado precepto
del Estatuto cataldn...». A mayor abundamiento, complementaba el
TC su razonamiento en los siguientes términos «Al no regular la Ley
36/1985 competencia alguna de las figuras autonémicas andlogas al
Defensor del Pueblo, dificilmente podria haberse vulnerado el ar-
ticulo 9.1 EAC que atribuye a la Generalidad la competencia para
regular sus instituciones de autogobierno, y tampoco puede enten-
derse que delimitar supuestos de cooperacién entre el Defensor del
Pueblo y los Comisionados Parlamentarios autonémicos pueda afec-
tar negativamente, sino mds bien al contrario, al deber de los po-
deres publicos de Catalufia de promover las condiciones y remover
los obstdculos a la libertad e igualdad de ciudadanos y grupos so-
ciales que contempla el articulo 8 del EAC».

C) Al margen de las cuestiones organizativas y de alcance or-
génico de las facultades de supervisién por parte de los Comisio-
nados parlamentarios autonémicos, el articulo 12.2 de la Ley rela-
tiva al Justicia de Aragén, establecia que la «correspondencia y
otras comunicaciones de las personas privadas de libertad por el
hecho de encontrarse en centros de detencién, de internamiento o
de custodia quieran tener con el Justicia de Aragén gozardn de las
garantias establecidas por la legislacién vigente para la comunica-
cién con Jueces y Tribunales». Para el Tribunal Constitucional, en
su Sentencia 142/1988 de 12 de julio esta regulacién supone una
equipacién en esta materia entre Jueces y Tribunales, por una par-
te, y el justicia de Aragén: «en efecto, la regulacién estatal de las
comunicaciones y correspondencia de las personas privadas de li-
bertad con los Jueces y Magistrados bajo cuya competencia se ha-
llen, no es por sif misma aplicable a las que el precepto contempla.
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Establecido esto, no hay duda de que se trata de una normativa
procesal o penitenciaria que por ser competencia exclusiva del Es-
tado con arreglo al articulo 149.1.6 de la CE, no puede ser regula-
da por una Ley autonémica. El precepto es pues, inconstitucional
por invadir las competencias normativas del Estado». De ello se de-
riva, por lo tanto, que en materia de garantfas de la comunicacién
de las personas privadas de libertad no puede equiparse a los Co-
misionados Autonémicos con la posicién que en estas garantfas co-
rresponde a los Jueces y Magistrados.

D) Por iltimo la misma Sentencia TC 142/1988, no considera
inconstitucional que la ley autonémica establezca que «quienes im-
pidieren la actuacién del Justicia de cualquier forma podr4n incu-
ITir en responsabilidad penal» y ello por cuanto, no entraiia una ti-
pificacién concreta que seria propio de la Ley penal, sino que
simplemente se prevé una posibilidad que en todo caso deberfa ser
recogida por el legislador estatal. En el mismo marco de argumen-
tacién se contempla la facultad del Justicia para dar traslado de
los hechos al Ministerio Fiscal, en la medida que no vincula al Mi-
nisterio Fiscal y est4 comprendida en el deber de toda autoridad de
poner en conocimiento del Ministerio Fiscal de todos aquellos he-
chos que pudieran ser constitutivos de delitos. En todo caso, debe
recordarse que el Cédigo Penal de 1995 ha tipificado como delito a
las Instituciones del Estado (art. 502) la obstaculizacién, la inves-
tigacién del Defensor del Pueblo y el Organo equivalente de las Co-
munidades Auténomas.

IV. EL MARCO DE LAS RELACIONES DE COOPERACION Y
COORDINACION ENTRE EL DEFENSOR DEL PUEBLO
Y LOS COMISIONADOS PARLAMENTARIOS DE LAS
COMUNIDADES AUTONOMAS

A la vista de la trayectoria experimentada por el proceso de des-
centralizacién administrativa durante el periodo postconstitucional
y las sucesivas previsiones adoptadas por los Estatutos de Autono-
mfa de las Comunidades Auténomas se imponia la biisqueda de f6r-
mulas de cooperacién entre la figura del Defensor del Pueblo y los
Comisionados parlamentarios de las Comunidades Auténomas.
(Para un anilisis general A. EMBID IRUJO. El control de la Ad-
ministracién Pdblica para los Comisionados parlamentarios Auto-
némicos ILN.A.P. Madrid 1988). La propia Ley Orgédnica 3/1981 de
6 de abril del Defensor del Pueblo formulé una toma de posicién al
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respecto, su articulo 12 establece que el Defensor del Pueblo podrd
«por si mismo» supervisar la actividad de la Comunidad Auténoma
y que «a los efectos de lo previsto en el péarrafo anterior, los 6rga-
nos similares de las Comunidades Auténomas coordinardn sus fun-
ciones con las del Defensor del Pueblo y éste podr4 solicitar su co-
operacién». Aparece del contenido literal de este precepto —al efecto
de que el Defensor del Pueblo pueda por sf mismo supervisar la Ad-
ministracién de las Comunidades Auténomas— un deber o man-
dato, de cuyo destinatario son los Comisionados autonémicos de «co-
ordinar sus funciones con las del Defensor del Pueblo», prescripcién
indicativa de que si bien dichos Comisionados autonémicos dispo-
nian de un ambito de actuacién propio, en cualquier caso est4n obli-
gados a su actividad con el Defensor del Pueblo. Por el contrario,
la apelacién a la cooperacién es una facultad discrecional del De-
fensor del Pueblo que la Ley 6 de abril de 1983 introdujo con ma-
tizaciones y precisiones en relacién al precepto transcrito, pues por
una parte (apartado 1) reafirma su posicién de preeminencia (para
el mejor ejercicio de las funciones que le vienen atribuidas a todas
las Administraciones pidblicas) si bien introduce el equivoco térmi-
no del ejercicio de la «alta coordinacién» entre sus competencias y
las atribuidas a los érganos similares que puedan constituirse en
las distintas Comunidades Auténomas: «sin perjuicio de la autono-
mia que les corresponda en la fiscalizacién de la actividad de las
respectivas Administraciones Autonémicas». La referencia a «alta
coordinacién» y «autonomia en la fiscalizacién» implicaba una in-
terpretacién muy generosa del alcance del articulo 12 de la Ley Or-
gdnica 3/1981. Por el contrario el referido articulo reglamentario
dejaba muy claro que en las facultades para recabar colaboracién
y auxilio en ningiin caso podria interpretarse o admitirse que en-
trafiaba una delegacién de competencias que «le ha sido atribuida
por el articulo 54 de la Constitucién en orden a la defensa de los
derechos comprendidos en el Titulo I de la Constitucién».

En el proceso de creacién de los Comisionados Autonémicos van
apareciendo sucesivamente férmulas que, sin perjuicio de recono-
cer la atribucién de facultades de coordinacién y de cooperacién del
Defensor del Pueblo, las subordinan a la celebracién de convenios
(art. 4.1 de la Ley catalana de 20 de marzo de 1984 y de una for-
ma mds radical el articulo 36 de la Ley del Ararteko de 27 de fe-
brero de 1985 precisa que «el Ararteko podra establecer acuerdos
con el Defensor del Pueblo para fijar criterios de actuacién con-
juntas a fin de materializar la coordinacién y la colaboracién entre
ambas instituciones». Por tltimo la Ley del justicia de Aragén de
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27 de junio de 1985 habilita al mismo, con cardcter general, para
celebrar convenios con el Defensor del Pueblo, con indicacién de
las facultades que correspondan al Justicia y de determinaci6én del
régimen de la regulacién con el propio Defensor del Pueblo, fijan-
do incluso la duracién de dichos convenios y «los supuestos de de-
nuncia de éste (el convenio) y las consecuencias de su inaplicacién
anticipada». Obviamente, esta apelacién a la via convencional pre-
sentaba unos perfiles que interpretados estrictamente podfan im-
plicar un desvio respecto al genuino entendimiento de las faculta-
des de coordinacién y cooperacién. En este contexto, surgi6 la
iniciativa de promover una Ley estatal que fijar4 concretamente
los términos en que debian operar las facultades de coordinacién
y cooperacién. Segin expone M. Retuerto Buades (Ambito propio
del Defensor del Pueblo y relaciones de coordinacién y cooperacién
con los 6rganos similares de las CC.AA. en el Procurador comin
op., cit. 106) «con motivo de la conferencia de Presidentes de Par-
lamentos de Comunidades Auténomas celebradas en el Senado en
enero de 1984 va a surgir una iniciativa legislativa entre las Cor-
tes Generales suscrita por los Parlamentos de Andalucia, Aragén
y Cataluiia para, al tiempo de regular el otorgamiento de deter-
minadas prerrogativas a los Comisionados Autonémicos para el
ejercicio de sus funciones, fijar los términos en que deberian con-
cretarse los acuerdos de coordinacién y colaboracién entre éstos y
el Defensor del Pueblo.

En efecto, a raiz de esta iniciativa legislativa se aprobé la Ley
36/1985 de 6 de noviembre por la que se regulan las relaciones
«entre la institucién del Defensor del Pueblo y las figuras simila-
res de distintas Comunidades Auténomas». La ley consta exclusi-
vamente de dos articulos, una Disposicién Adicional y una Dispo-
sicién Transitoria. En el articulo 1 de dicha Ley se extienden a los
Comisionados Autonémicos las mismas garantia de inamovilidad e
inmunidad de que goza el Defensor del Pueblo, con la peculiaridad
que el aforamiento se entender4 referido —en lugar de al Tribunal
Supremo— a la Sala correspondiente del Tribunal Superior de Jus-
ticia de la respectiva Comunidad Auténoma. Andlogamente, se ex-
tienden las garantfas reconocidas al Defensor del Pueblo en mate-
ria de inviolabilidad de la Correspondencia y otras comunicaciones
(art. 16 de la Ley reguladora de la institucién), cooperacién de los
Poderes Publicos (art. 19), medidas en caso de entorpecimiento y
resistencia en el ejercicio de sus funciones (art. 24) y ejercicio de
responsabilidad (art. 26). Por lo que hace referencia a la denuncia
de infracciones e irregularidades de las Administraciones los Co-
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misionados Autonémicos se relacionardn directamente con el Fis-
cal que corresponda a su respectivo 4mbito territorial cuando ha-
gan referencia a las actividades de las Administraciones autoné-
micas. En los demds supuestos, serd el Comisionado autonémico el
encargado de notificar las infracciones e irregularidades al Defen-
sor del Pueblo, correspondiendo a ésta la decisién de informarle so-
bre las gestiones ante el Fiscal General del Estado y del resultado
de las mismas. Por tltimo hay que indicar que las prerrogativas y
garantias reconocidas a los Comisionados Autonémicos se recono-
cen por extension a los Adjuntos que, al efecto, puedan nombrarse
«durante el ejercicio de sus funciones».

El aspecto central de la Ley 36/1985 consiste en «establecer, con
cardcter general, —segin la Exposicién de Motivos— las adecua-
das normas que desarrollen y concreten el modo de aplicacién de
los principios basicos de coordinacién y cooperacién previstos en el
articulo 12.2 de la mencionada Ley Orgdnica (3/1981), respetando
siempre lo establecido en la Constitucién y los respectivos Estatu-
tos de Autonomia». A tal efecto, pueden sefialarse los siguientes
presupuestos normativos de la Ley, siguiendo la sistemética apun-
tada por M. Retuerto Buades. Op. cit. pdg. 106 y ss.

a) Delimitaciéon del ambito de la cooperacién. El régimen de co-
operacién entre el Defensor del Pueblo y los Comisionados Parla-
mentarios Autonémicos podréd establecerse por via de Convenio o
Acuerdo en lo que afecta al 4mbito institucional propio de dichas
instituciones (proteccién de los derechos y libertades reconocidas
en el Titulo I de la Constitucién) en orden a supervisar «a estos
efectos, de la actividad de la Administracién piblica propia de cada
Comunidad Auténoma, asf como de las Administraciones de los En-
tes Locales, cuando actiien en ejercicio de competencias delegadas
por aquélla». Este régimen de colaboracién, sin embargo, objetiva-
mente deber4 contraerse «en todo aquello que afecte a materias so-
bre las cuales se atribuyan competencias a la Comunidad Auténo-
ma en la Constitucién y en el respectivo Estatuto de Autonomia y
sin mengua de lo establecido en cuanto a facultades del Defensor
del Pueblo por la Constitucién y por la Ley Orgénica 3/1981 de 6
de abril».

El problema que planteaba la incidencia sobre la actividad de
los Entes locales ha quedado clarificado a la vista de la jurispru-
dencia del Tribunal Constitucional analizada en el parrafo anterior.
Mayores problemas interpretativos suscita el alcance de la expre-
sién «materias sobre las cuales se atribuyan competencias a la
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CCAA en la Constitucién y el respectivo Estatuto, puesto que las
competencias pueden ser exclusivas, de desarrollo legislativo dele-
gadas o transferidas y de mera ejecucién. En una primera exégesis
al sustentivar el artfculo el concepto de «materias», podria con-
cluirsea que el grado o intensidad de la competencia es indiferen-
te a estos efectos y lo mismo comprende a las propias en sus di-
versos grados como las delegadas o transferidas a las Comunidades
Auténomas por el Estado. Posiblemente, respecto a estas tltimas,
una abstencién absoluta del Defensor del pueblo seria excesiva, m4-
xime cuando la Administracién del Estado establece sobre dicho tipo
de competencias un control directo que también puede incidir en la
supervisién de la actuacién.

b) Cuestién ampliamente debatida en la doctrina (Barcedén,
Bermejo Vera, Carro Fernande-Valmayor, Embid Irujo, etc), es la
relativa al titulo o fundamento de las potestades o atribuciones de
coordinacién, cooperacién o colaboracién que corresponden al De-
fensor del Pueblo en relacién a los Defensores Autonémicos. No po-
demos entrar en la presente ocasién en el examen de las diversas
posturas doctrinales al respecto, siendo suficiente, a nuestro en-
tender, que la posicién de prevalencia del Defensor del Pueblo ra-
dica fundamentalmente en la vigencia en todo el territorio nacio-
nal de los Derechos del Titulo I de la Constitucién (art. 139.1. CE)
y en la competencia exclusiva del Estado en la regulacién de las
condiciones bdsicas que garanticen la igualdad de todos los espa-
fioles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los de-
beres constitucionales (art. 149.1.1).

En cualquier caso, lo relevante a los presentes efectos radica en
que el desarrollo y concrecién de la colaboracién y coordinacién
entre el Defensor del Pueblo y los Comisionados parlamentarios au-
tonémicos se llevard a cabo por la via de concertacién de convenio
o acuerdo entre dichas instituciones. Dichos acuerdos deberdn ver-
sar, segiin el articulo 2.2 sobre las siguientes cuestiones».

— Ambitos de actuacién de las Administraciones Piblicas obje-
to de supervisién (lé6gicamente, el exclusivo fijado en el mis-
mo artfculo 2.1: Administracién Piblica de la Comunidad Au-
ténoma y Entes locales cuando actien con competencias
delegadas por aquéllas).

— Los supuestos de actuacién de los Comisionados Autonémi-
cos.

— Facultades que pueden ejercitar.

33

ANUARIO DE LA PACULTAD DE DERECHO



— Procedimiento de comunicacién entre el Defensor del Pueblo
y cada uno de los Comisionados Parlamentarios.

— Duracién de los propios acuerdos.

Como puede observarse estos acuerdos y convenios se celebran
para concretar adecuadamente la colaboracién y coordinacién entre
el Defensor del Pueblo y los Comisionados Autonémicos, atin cuan-
do no se especifica su naturaleza juridica y posible régimen de im-
pugnacién. Los términos de cooperacién colaboracién y coordinacién
son utilizados en la doctrina con sinonimia y polisemia (Vid sobre
el tema el mimero monogrifico de Documentacién Administrativa
n.2 240 de 1994 dedicado al Principio de Colaboracién y la opinién
de los distintos autores). En el contexto de este precepto posible-
mente tendria encaje la depuracién que formula el TC en su Sen-
tencia 102/1995 de 26 de julio en el sentido de interpretar cooperar
(y colaborar) como accién consistente en «aunar esfuerzos» y coor-
dinar como «unidad de actuacién», sin que ninguna de las dos im-
plique idea de direccién, gestién o ejecucién, estando ausente en
ambas la de una jerarquia. Efectivamente la apelacién a la via con-
vencional descarta una idea de jerarquia para centrarse en la con-
secucién de resultados comunes, presidida por la unidad de actua-
cién. Esta via convencional ofrece, por lo tanto, posibilidades del
méximo interés, como acredita los convenios celebrados con el Sin-
dic de Greuges de Catalufia de 27 de febrero de 1991 y con el Di-
putado del Comiin de Canarias de 3 de febrero de 1993 (Vid M. Re-
tuerto Buades op. cit. pag. 110).

¢) Elqltimo supuesto de cooperacién es el del artfculo 2.3, con-
sistente «en la supervisién de actividad de érganos de la Admi-
nistracién pidblica estatal, que radiquen en el territorio de cada
Comunidad Auténoma, el Defensor del Pueblo podrd recabar la
colaboracién del respectivo Comisionado parlamentario para la
mejor eficacia de sus gestiones y recibird de él las quejas que le
hubieren sido remitidas sobre la actividad de dichos 6rganos de
la Administracién piblica estatal. A su vez el Defensor del Pue-
blo podr4 informar al Comisionado parlamentario autonémico del
resultado de sus gestiones». Este tipo de cooperacién en relacién
con las Administraciones periféricas del Estado por no formar
parte de las materias contempladas en el articulo 2.1 no se rigen
por la via convencional, sino por una colaboracién forzosa en or-
den a la recepci6én de las quejas —como Registro de transmisién—
y a la disponibilidad del Comisionado autonémico en el supues-
to de que el Defensor del Pueblo recabe su colaboracién» para la
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mejor eficacia de sus gestiones», es decir, para misiones de ca-
racter instrumental que nunca puedan implicar una delegacién
de competencias.

Este marco de relaciones, con sus correspondientes vias de ac-
tuacién, que hemos descrito tiene como instrumento regulador la
Ley 36/1985 de 6 de noviembre, es decir una Ley aprobada hace
doce afios en un momento que habfa concluido el proceso de trans-
ferencias de servicios a las comunidades Auténomas; y se habfan
creado, conforme hemos tenido ocasién de referir en anteriores
apartados seis Comisionados Autonémicos. En los momentos ac-
tuales, ain cuando el proceso de creacién de nuevos comisionados
autonémicos, sélo registra un incremento desde aquella fecha de
tres, lo cierto es que el panorama que ofrece la Administracién de
las Comunidades Auténomas es completamente distinta al del afio
1985. En efecto, el proceso de traspaso de servicios ha alcanzado
cotas muy importantes, los Estatutos de las Comunidades Auténo-
mas que habfan accedido por la via del articulo 143 CE han sido
reformados ampliando sus competencias (Pactos Autonémicos de
1992 y la Ley Orgédnica 9/1992), la financiacién de las Comunida-
des Auténomas ha sufrido cambios importantes en orden a la des-
centralizacién del gasto y la responsabilidad fiscal (reforma de los
impuestos cedidos en 1996). Todo ello implica que la descentraliza-
cién politica y administrativa ha sido muy importante, al propio
tiempo que la propia Administracién periférica del Estado ha su-
perado su escalén meramente provincial para acoplarse al nivel au-
tonémico, segtn la Ley de Organizacién y Funcionamiento de 1a Ad-
ministracién General del Estado (Ley 6/1997 art. 22 a 35).

Los cambios aludidos, tanto cuantitativos como cualitativos,
parecen, a la vista de la importancia adquirida en el conjunto de
la Administracién publica por la Administracién de las Comuni-
dades Auténomas, imponer una actualizacién o modernizacién de
la Ley 36/1985 de 6 de noviembre que, recogiendo las experien-
cias acumuladas en estos afios decisivos, pueda dar respuesta a
los nuevos retos de cooperacién que, sin duda, demanda el nivel
de la Administracién Autonémica en el que se concentra, a raiz
de este desplazamiento, el mayor interés de la supervisién a los
efectos de la protecciéon de los derechos y libertades del Titulo I
de la Constitucidn.

35

ANUARIO DB LA FACULTAD DE DERECHO








